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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 279/2023/1
PARTE ACTORA: 

********** ********** **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, treinta y uno de agosto de dos mil veintitrés.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 279/2023/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de reclamación patrimonial. Por escrito recibido el trece de marzo de dos mil veintitrés, ********** ********** **********, como representante legal de ********** ********** **********, presentó demanda de reclamación jurisdiccional de responsabilidad patrimonial del Estado, en contra del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), a quien señala como presuntamente responsable por la actividad administrativa irregular.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El veintitrés de marzo de dos mil veintitrés se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 09:30 nueve horas con treinta minutos del diecinueve de junio de dos mil veintitrés, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos dio cuenta que ninguna de las partes formuló alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos; 1, 4 y 109, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123 y 124 párrafo tercero de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracciones X y XVIII, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como los artículos 8, 21 y 24 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en virtud de que se trata de una reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado, que en la Vía contenciosa, la Parte Actora formuló en contra de un organismo público descentralizado municipal, sobre el que se ejerce jurisdicción. 

Por otra parte, la Vía Contenciosa Administrativa es procedente, para efectuar la reclamación de responsabilidad patrimonial del Estado en contra de la Autoridad Demandada, pues acorde con lo dispuesto en el artículo 21
 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, la parte interesada podrá presentar su reclamación ante la entidad presuntamente responsable, o bien ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo –ahora Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí- 
, cuando se trate de las dependencias y organismos del Poder Ejecutivo y de los Municipios del Estado.

Luego, si en el caso que nos ocupa, la Autoridad Demandada es el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); es decir se trata de una autoridad del ámbito Municipal; por lo tanto, en términos del artículo 21 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, es procedente la Vía contenciosa.
SEGUNDO.- En cuanto a la personalidad de la Parte Actora, se debe precisar que ********** ********** **********, comparece en su carácter de representante legal de la señora ********** ********** **********, efectuando el reclamo de Responsabilidad Patrimonial del organismo demandado, en una sola vertiente, la de daño material, tal y como lo señaló en el escrito de demanda.

Al respecto, el promovente aduce una actividad administrativa irregular en perjuicio de su representada, por el hecho concreto de que existe una zanja frente al inmueble marcado con el número ********** de la Calle ********** ********** **********, próxima al domicilio de su representada, en donde ella sufrió una caída y de la que resultó lesionada, esto el día treinta y uno de enero del dos mil veintitrés.

En esa tesitura, dado que el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, impone la obligación de analizar la legitimación de las partes, debe decirse que en el presente caso, la personalidad de la actora no requiere mayor pronunciamiento, ya que compareció a través de representante, quien acreditó sus facultades con el testimonio primero del Tomo ********** ********** ********** del Instrumento ********** ********** ********** ********** ********** **********  del protocolo del Notario Público número 16 con ejercicio en el Primer Distrito Judicial de San Luis Potosí.

Tocante a la autoridad demandada; compareció a dar contestación Elizabeth Rocha Ramírez quien compareció en su carácter de Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez; quien para acreditar su personalidad en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió la copia certificada del nombramiento correspondiente, documental visible de la fojas 61 a 63 del expediente en que se actúa.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada es la existencia o inexistencia de responsabilidad patrimonial atribuida al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez; de quien se demanda según lo señalado en el escrito de demanda, lo siguiente:

“4. ACTO QUE SE IMPUGNA: Como acto impugnado mi representada refiere que DEMANDA LA INDEMNIZACIÓN POR RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL POR ACTVIDAD IRREGULAR DEL ESTADO.”

Acto que determina la litis de la presente controversia.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese tenor, de acuerdo a lo ordenado en último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Primera Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de las cuestiones de fondo de esta controversia.
QUINTO.- En ese orden de ideas, se procede al estudio de fondo de lo reclamado por la parte actora por la indemnización de daño que señala como reclamación de indemnización por responsabilidad patrimonial, ocasionados por la actividad  irregular del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.

En ese orden de ideas es menester señalar que la reparación de los daños reclamados, la sustenta el actor en las manifestaciones que se contienen en el capítulo de hechos así como los conceptos de impugnación del escrito inicial de demanda; los que se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí, mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento, los que en forma medular refieren:
“7. HECHOS QUE CONSTITUYEN LOS ANTECEDENTES DE LA DEMANDA:” 

7.1. Mi representada tiene su domicilio en calle ********** **********, número **********, Colonia ********** ********** **********, de esta Ciudad.

7.2. El día 31 de enero de 2023, siendo las 19:00 horas, mi representada se encontraba transitando peatonalmente sobre la acera de la calle  ********** **********.

7.3. A la altura de la casa marcada con el número ********** de la calle ya mencionada se encontraba una zanja, siendo este inmueble vecino a la casa habitación de mi representada, se encontraba el día 31 de enero de 2023, abierta la banqueta (acera) por parte del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), con el fin de dar mantenimiento de drenaje y fuga de agua.

Se anexan fotografías contenidas en el instrumento notarial.


7.4. El día y la hora señalado en el punto número 7.2) del presente escrito, mi representada sufrió una caída por falta de señalamientos de alerta y cuidado, relativo a la zanja y obras de reparación señaladas en el punto 3) del presente escrito.

7.5. Derivado de la caída que sufrió mi representada, fue necesario trasladarla de urgencia a la ********** ********** ********** ubicada en ********** ********** **********, número **********, ********** ********** **********, en esta Ciudad.

7.6. En dicho hospital fue atenida en urgencias por el Dr. ********** ********** ********** **********, quien determinó que mi representada sufrió:

· Fractura disfisiaria de tibia derecha expuesta grado II de Gustillo;
· Fractura de Cuarto y Quinto Metatarsiano del pie izquierdo;

· Desgarro de cuádriceps izquierdo postraumático.     
7.7. El tratamiento que llevó y que tuvo que sufragar mi representada a fin de remediar los daños causados en su persona consistieron entre otros, en hospitalización e intervención quirúrgica pues como consecuencia de los daños causados fue necesario intervenir quirúrgicamente y realizar los siguientes tratamientos médicos:

· Osteosíntesis de tibia derecha con clavo centromedular bloqueado;

· Aseo, lavado y desbridación quirúrgica de la exposición de hueso;

· Reparación de Cuádriceps izquierdo. 
7.8. De igual forma fue necesaria la hospitalización durante tres días, ello por órdenes del Doctor ********** ********** ********** **********quien me atendió ante los daños sufridos en el Hospital denominado ********** ********** **********.

7.9. Posteriormente a la Alta Médica del Hospital en que mi representada fue hospitalizada, la señora ********** ********** ha sufragado diversos gastos y consultas médicas para lograr la movilidad de la pierna izquierda sin que al momento éstas hayan culminado.

7.10. Hoy en día mi representada carece de movilidad total de la ya citada extremidad con el riesgo latente de que los daños continúen hasta perder la extremidad incluso la vida.

7.11. De la misma manera los tratamientos médicos y quirúrgicos se han postergado de tal manera que a la fecha de la presentación de la demanda.

7.12 Como consecuencia de lo anterior se ha generado la incapacidad permanente parcial de la extremidad señalada además de los gastos que a la fecha de la presentación de la demanda se han generado y que ascienden a la cantidad de $162,154.00 (CIENTO SESENTA Y DOS MIL CIENTO CINCUENTA Y CUATRO PESOS 00/100 M.N.), independientemente de la cuantificación que en su momento llegue a determinarse en ejecución de sentencia conforme a las disposiciones legales.”

8. CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN
UNICO.- CAUSA AFECTACION LA FALTA DE REPARACION DEL DAÑO PUES DEJA A MI REPRESENTADA EN UN ESTADO DE INSEGURIDAD NO PERMITIDO POR LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA MEXICANA NI POR LA LEGISLACION LOCAL RELATIVA A LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO AL SER EL DAÑO CAUSADO CONSECUENCIA DE NEGLIGENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA.

En relación con lo anterior a efecto de un análisis más crítico y objetivo del presente juicio, el argumento planteado se dividirá en a) planteamiento del problema y nexo causal, b) marco conceptual y legislación aplicable, c) premisa mayor, d) premisa menor y e) conclusión.

a) La C. ********** ********** ********** transitaba peatonalmente en la acera de la calle ********** **********, en donde se encontraba una zanja en la acera fuera que su domicilio que fue abierta por el Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS).

Como consecuencia de los trabajos llevados a cabo en dicha obra que en donde se destaca que se encontraba abierta la banqueta mediante una zanga relativa al drenaje sanitario, fue el lugar en donde mi representada ante la falta de señalamiento propio de medidas de seguridad y en franco incumplimiento a la normatividad señalada, sufrió una caída. Derivado de este episodio de daños, fue necesario trasladar a la mi representada a urgencias del hospital ********** ********** **********, en donde al ser atendida se determinó que había sufrido Fractura disfisiaria de tibia derecha expuesta grado ll de Gustillo; Fractura de Cuarto y Quinto Metatarsiano del pie izquierdo; Desgorro de cuádriceps izquierdo postraumático. De estos hechos se derivaron múltiples tratamientos e intervenciones quirúrgicas.

A pesar de la atención médica recibida y dada la gravedad de los daños, actualmente se encuentra carente de la movilidad de la extremidad o incluso en riesgo de perder la vida.

b) Debe señalarse que la entidad constructora debió observar lo establecido en las disposiciones relativas al Reglamento de Construcciones de San Luis Potosí, que establece la normativa relativa a las obligaciones que necesariamente deben cumplir las construcciones y reparaciones subterráneas como lo es el zanjado de banquetas y drenajes, como se menciona en el siguiente articulado.

• Artículo 239:

"...se tomen las medidas de seguridad necesarias y se evite causar molestias o perjuicios a terceros. También, en las construcciones provisionales se deberá cumplir con los requisitos de seguridad e higiene, así como de orden en su bodega y dormitorios, en caso de que existieran."  

• Artículo 240

"...durante la ejecución de cualquier construcción, el director responsable de obra, o el propietario de la misma si ésta no requiere director responsable, tomarán las precauciones, adoptarán las medidas técnicas y realizarán los trabajos necesarios para proteger la vida y la integridad física de los trabajadores y la de terceros, así como para evitar los daños que directa o indirectamente pudiera causar la ejecución de la obra..."

• Artículo 245 "...Durante la ejecución de una obra deberán tomarse las medidas necesarias para no alterar el comportamiento ni el funcionamiento de las construcciones e instalaciones en predios colindantes o en la vía pública, ejecutando, bajo la responsabilidad del director responsable de obra.."

• Artículo 247 ".... Cuando se interrumpa una excavación por un período mayor de dos semanas, se tomarán las precauciones necesarias para evitar que se presenten movimientos de tierra que puedan dañar a las construcciones, a los predios colindantes o a las instalaciones de la vía pública y que ocurran fallas en las paredes y taludes de la excavación por intemperismo prolongado. Se tomarán también las precauciones necesarias para impedir el acceso al sitio de la excavación, instalando los señalamientos adecuados para evitar posibles accidentes."

• Artículo 253 "...Los escombros, excavaciones y cualquier otro obstáculo para el tránsito en la vía pública, originados por obras públicas o privadas, serán señalados, adecuadamente, por los responsables de las obras, con banderas y letreros, durante el día y con señales luminosas, claramente visibles, durante la noche.." 

• Artículo 299"...Las instalaciones eléctricas, hidráulicas, sanitarias, contra incendios, mecánicas, de aire acondicionado, de gas, de vapor, de aire caliente, telefónicas, de comunicación, especiales y otras, deberán proyectarse observando lo señalado en el Título V de este Reglamento, y ejecutarse y conservarse en condiciones que garanticen su eficiencia y proporcionen la seguridad necesaria a los trabajadores, a los usuarios y al inmueble, de conformidad con lo que establecen las disposiciones aplicables para cada caso.";

La Ley de Responsabilidad del Estado establece en sus artículos 3° y 4° que el Estado será responsable de las indemnizaciones que correspondan por su actividad irregular, entendiéndose por ésta como la lesión que sufra una persona en sus persona o bienes causados por dicha actividad.  

ARTÍCULO 3°. Las disposiciones de esta serán aplicables a la actividad administrativa irregular del Estado que desarrollan los Poderes del Estado, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación estatal mayoritaria; tribunales administrativos; organismos públicos autónomos; municipios, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación mayoritaria municipal.

ARTÍCULO 4°. La obligación de indemnizar los daños que sean consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado, se extiende a las funciones y actos materialmente administrativos que realicen los Poderes estatales Legislativo y Judicial. Igualmente, la obligación indemnizatoria del Estado comprende los daños derivados de la actividad administrativa irregular que se realice en el ámbito de los tribunales administrativos.

En el caso en estudio bien puede apreciarse que la autoridad demandada fue omisa en llevar a cabo su deber de cuidado al no cumplir con las normas lógicas básicas de prevención y cuidado como en la especie lo es cubrir las excavaciones que llevó a cabo o en su caso establecer señalamientos propios que impidan el acceso a peatones y demás transeúntes de las vialidades en que efectúan sus labores.

La Norma Oficial Mexicana NOM-031-STPS-2011, Construcción-Condiciones de Seguridad y Salud en el Trabajo, que en su apartado relativo a la señalización Guía de Obras en Construcción establece:

I.1 La señalización es una medida:

a) Para el fortalecimiento a la capacitación y adiestramiento de los trabajadores en materia de seguridad y salud en el trabajo;

b) Utilizada cuando se requiera promover las acciones de seguridad, a fin de prevenir los riesgos o reducirlos, y

Complementaria a las medidas técnicas y administrativas de prevención y protección personal o colectiva.

I.2
La señalización de seguridad y salud en el trabajo, es utilizada como resultado de los análisis de riesgos, en situaciones normales o de emergencia previsibles, y cuando las medidas preventivas adoptadas pongan de manifiesto la necesidad de:

a) Informar la existencia de riesgos, prohibiciones u obligaciones;  

b) Alertar sobre una situación de emergencia que requiera medidas urgentes de protección o evacuación;

c)
Facilitar a los trabajadores la localización e identificación de determinados medios o instalaciones de protección, evacuación o primeros auxilios, y

d)
Orientar o guiar a los trabajadores y visitantes que realicen determinadas actividades o maniobras en áreas consideradas peligrosas.

I.3
La señalización que se utiliza en diferentes áreas y fases de la obra, según aplique, contempla las siguientes:

a) Entrada y salida de la obra;

b) Uso obligatorio de! equipo de protección personal;

c) Precaución en trabajos peligrosos;

d) Prohibición de fumar;

Ubicación de los equipos de primeros auxilios;

f)
Ubicación de los equipos contra incendios;

g)
Ubicación de líneas de alta tensión;

h)
Advertencia, por presencia de camiones y grúas, entre otros, y

i)
ubicación de barreras de seguridad para delimitar las zonas de paso de vehículos y peatones; de trabajo, y de tránsito de vehículos.

c) Pese a las obligaciones que tiene INTERAPAS como institución pública encargada de la obra en construcción que comento, se desprende que era su directa responsabilidad el tener señaléticas y/o contenciones adecuadas para la prevención de accidentes, mismas actuaciones que si no hubieran sido omisas, la C. ********** ********** ********** no hubiera sufrido ningún menoscabo a su integridad física y psicomotora.

Esto ya que al transitar peatonalmente afuera de su domicilio y sobre la acera/banqueta de la calle ********** **********, número **********, Colonia ********** ********** ********** de esta Ciudad, soportó un accidente de caída en una zanja abierta por la autoridad demandada ya que esta no contaba con la señalización de seguridad correspondiente, por lo tanto, al no advertirla visualmente sufrió el accidente señalado.

d) INTERAPAS al haber omitido todo lineamiento de seguridad, es responsable directo de los daños que sufrió la C. ********** ********** **********, por ello debe ser el encargado de resarcir los daños causados a mi representada.  

Así las cosas, tenemos que de los documentos anexos y que sirven como fundatorio de la acción intentada, se puede apreciar con meridiana claridad que en la obra de excavación y remediación llevada a cabo por la autoridad demandada, no se cuidó la obligación de establecer los señalamientos mínimos establecidos en la norma para evitar accidentes y daños en las cosas o personas, tan claro está que ante la falta de señalamientos mi representada sufrió un accidente al caer en una zanja abierta por la demandada, generándose en consecuencia los daños que he referido en el apartado de hechos del presente escrito y que sin lugar a dudas constituyen la causa inmediata generadora del accidente y de los daños causados a mi poderdante.

El velar por la seguridad colectiva y la salud pública es responsabilidad de las instituciones de gobierno dadas las facultades de estos; siguiendo esta última línea de ideas, la omisión en la que incurrió la institución (INTERAPAS) encargada de la obra (zanja en la banqueta) fue una total supresión a la responsabilidad pública de protección a la ciudadanía, pues la negligencia de aplicación de normas, restricciones y generalidades detonaría invariablemente un riesgo colectivo de tal suerte que ante la falta de acatamiento de las normas de cuidado aplicables es que se generó un daño en la persona de la señora ********** ********** **********.

El incumplimiento del deber de cuidado y responsabilidad de la parte demandada en el sentido de que omitió cerrar la zanja abierta o en su caso establecer la señalética correspondiente para evitar el paso de peatones, ocasionó el accidente que se ha venido comentando.

Ahora bien, en términos, del artículo 16 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado, mi poderdante niega lisa y llanamente que perciba más de 5000 unidades elevadas al mes, por lo tanto, el pago de la indemnización que la demanda deberá pagar será calculada al cuádruple de lo que corresponda, entendiéndose por ello la indemnización parcial permanente, gastos médicos, consultas, y rehabilitaciones generadas y que se generen.” 

SEPTIMO.- Bajo esa tesitura, y siendo que el presente juicio que nos ocupa trata de un Reclamo de Responsabilidad Patrimonial, se debe señalar que  conforme a la normatividad que rige la materia, siendo la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí  en su artículos  8°, 21,  24  y 27, en el que  impera el principio de que las cargas probatorias se distribuyen de la siguiente manera: 

1) Corresponde al particular probar: a) el daño o lesión patrimonial;  b) la actividad administrativa irregular; y c) la relación causa–efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa que la produjo.

2) En tanto que el Estado deberá probar, según sea el caso: a) la participación de terceros o del propio reclamante, en la producción de los daños y perjuicios irrogados al mismo; y b) los casos de excepción, previstos en el artículo 6° de dicha legislación, es decir: la existencia de la fuerza mayor que lo exonera de responsabilidad patrimonial; que los daños no sean consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado; que los daños derivan de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento.

Criterio que se robustece con lo ordenado por los artículos 26 y 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luís Potosí, que determina:

“Artículo 26. La lesión patrimonial que sea consecuencia de la actividad administrativa irregular deberá acreditarse ante las instancias competentes, tomando en consideración los siguientes criterios: 

I. Cuando la causa del daño sea claramente identificable, la relación causa-efecto entre la acción administrativa de la entidad y la lesión patrimonial deberá acreditarse de manera plena, y 

II. En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión patrimonial, deberá acreditarse a través de la identificación precisa de los hechos relevantes para la producción del resultado final. 

“Artículo 27. La responsabilidad patrimonial deberá probarla el reclamante que considere lesionados sus bienes, derechos o posesiones. Por su parte, la entidad deberá acreditar, la participación de terceros o del mismo reclamante en la producción de la lesión patrimonial irrogada al mismo y, en su caso, los supuestos de excepción que establece el artículo 6° de esta Ley”
Precepto este último, del cual se establece que la carga probatoria del Estado es demostrar que el daño irrogado al particular no fue consecuencia de la actividad irregular de la administración pública; y que acorde a los principios de disponibilidad y facilidad probatoria, la carga de la prueba de este extremo debe recaer en las propias dependencias u órganos estatales a quienes se vincula con la lesión reclamada, en atención a la dificultad que representa para el afectado probar el actuar irregular del Estado.

Lo cual se robustece con la tesis aislada  de la Época: Décima Época,  Registro: 2007578,  Instancia: Segunda Sala,  Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 11, Octubre de 2014, Tomo I, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a. XCVII/2014 (10a.), Página: 1102, que dice:  

“PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL EN LA VÍA ADMINISTRATIVA. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD ACREDITAR LA REGULARIDAD DE SU ACTUACIÓN. Si bien es cierto que la intención del Poder Revisor de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, fue que el sistema de la responsabilidad patrimonial del Estado se limite a la generación del daño por la "actividad administrativa irregular", también lo es que el particular no está obligado a demostrar dicha circunstancia, como sí debe suceder tratándose del daño y la relación causa-efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa que la produjo. Ello es así, pues corresponde al propio ente estatal acreditar de manera fehaciente la regularidad de su actuación, es decir, que atendió a las condiciones normativas o a los parámetros creados por la propia administración; dicha conclusión se alcanza ya que el artículo 22 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado establece la carga probatoria de éste para demostrar que el daño irrogado al particular no fue consecuencia de la actividad irregular de la administración pública. Asimismo, acorde a los principios de disponibilidad y facilidad probatoria, la carga de la prueba de este extremo debe recaer en las propias dependencias u órganos estatales a quienes se vincula con la lesión reclamada, en atención a la dificultad que representa para el afectado probar el actuar irregular del Estado, sobre todo respecto de los diversos aspectos técnicos que lleva a cabo la administración pública en el ejercicio de sus funciones y que requieren de análisis especializados en la materia, los que, en un importante número de casos, rebasan los conocimientos y alcances de la población en general. Finalmente, debe señalarse que la argumentación del ente estatal en el sentido de que su actuar no fue desapegado del marco jurídico que lo rige, constituye una negación que conlleva un hecho afirmativo y, en esa lógica, le corresponde probar tal hecho con base en el principio general jurídico de que quien afirma está obligado a probar y el que niega sólo lo estará cuando su negativa implique una afirmación. Desde luego, lo anterior no significa que el particular no deba aportar las pruebas para acreditar la actividad administrativa irregular del Estado, siempre y cuando tal ofrecimiento probatorio se encuentre dentro de sus posibilidades legales y materiales..-Esta tesis se publicó el viernes 3 de octubre de 2014 a las 9:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.”

No obstante lo anterior, por cuestión de método o técnica jurídica, en primer lugar debe analizarse la procedencia de la acción intentada; lo cual nos lleva al estudio de las cargas probatorias del artículo 26 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial en consulta, el cual establece los conceptos que debe demostrar en el presente juicio la parte actora, precepto legal que ya fue trascrito precedentemente.

De ahí, que ésta Sala Unitaria esté obligada a efectuar de oficio un estudio de los elementos de la acción intentada, a efecto de estar en condiciones de determinar su procedencia o improcedencia.

En el entendido de que la responsabilidad patrimonial se integra por los diversos elementos analizar que son; la existencia del daño al particular, la irregularidad administrativa de la actividad imputada a las entidades, y del nexo causal entre la conducta y la afectación, es decir: 

a).- La existencia del daño al particular, que derivan de los daños y perjuicios que constituyen la lesión patrimonial  reclamada, la cual  procede solo si existe el daño causado, pero en la medida en que se haya producido la lesión patrimonial al particular como resultado de la acción u omisión de la administración, esto es, considerando que a causa de la actividad administrativa del Estado, resiente el particular un daño o perjuicio en su esfera jurídica, lesión patrimonial que se puede conformar por los menoscabos sufridos en su patrimonio, como las ganancias licitas que, de no haber sido por la actividad administrativa irregular, aquel hubiera obtenido. 

 b) La existencia de una actividad administrativa irregular, y 

c) El nexo causal entre la actividad administrativa irregular y el daño causado.

Resulta aplicable a lo anterior, la Tesis Aislada de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Época: Décima Época, Registro: 2006255, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: 1a. CLXXI/2014 (10a.), Página: 820, que dice: 

“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. REQUISITOS PARA QUE PROCEDA. Toda vez que el término "responsabilidad objetiva" que prevé la Constitución, no puede ser entendido en el sentido que se le atribuye a la responsabilidad objetiva civil, sino que refiere a una responsabilidad derivada de un acto irregular del Estado, deben trasladarse los requisitos propios de la responsabilidad civil al esquema de responsabilidad patrimonial del Estado, sin ser necesario probar la culpa de un agente del Estado en particular, sino la actuación irregular de la dependencia demandada. Así, para que proceda el pago indemnizatorio por la actividad irregular del Estado, deben concurrir los siguientes requisitos: 1) La existencia de un daño. Dicho daño debe ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado en relación con una o varias personas. 2) Que el daño sea imputable a la Administración Pública, por ser efecto de su actividad administrativa irregular, la cual puede consistir en la prestación deficiente del servicio público de salud. 3) El nexo causal entre el daño y la actividad de la Administración Pública.” “…Esta tesis se publicó el viernes 25 de abril de 2014 a las 09:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.”

Así como la Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. Época: Décima Época, Registro: 2003140, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.4o.A.36 A (10a.), Página: 2074, que señala: 

“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. ELEMENTOS PARA LA PROCEDENCIA DEL PAGO INDEMNIZATORIO CORRESPONDIENTE. La responsabilidad patrimonial del Estado no tiene como única función la compensación de daños, sino también que la administración se configure y estructure de modo que cumpla adecuadamente todas y cada una de sus funciones, puesto que el bien tutelado con dicha figura jurídica es una administración pública eficiente, y en el evento de que no se satisfaga esa condición, deberá restituirse a través del pago o indemnización el daño sufrido. En estos términos, el reclamo de indemnización debe realizarse conforme a la legislación específica para ello, que resulta ser la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, la cual tiene por objeto fijar las bases y procedimientos para reconocer el derecho a la indemnización a quienes, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran daños en sus bienes o derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado. Así, como desde el punto de vista legal y doctrinario, para la procedencia del pago indemnizatorio deben colmarse los siguientes extremos: a) daño o perjuicio causado (real y directo); b) actividad administrativa irregular; c) nexo causal; y, d) la no concurrencia de eximentes de responsabilidad, el artículo 21 del citado ordenamiento establece, para esos efectos, los siguientes elementos: a) en los casos en que la causa o causas productoras del daño sean identificables, debe quedar en evidencia la relación causa-efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa irregular imputable al Estado; esto es, deberá probarse fehacientemente o, en su defecto; b) la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales relevantes, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión reclamada, deberá probarse a través de la identificación precisa de los hechos que produjeron el resultado final, examinando rigurosamente las condiciones o circunstancias originales sobrevenidas que haya podido atenuar o agravar la lesión patrimonial reclamada.”

De ahí que, atentos a tales criterios, se deba efectuar el estudio de los elementos de la acción intentada por el reclamante, en el orden propuesto, a fin de estar en condiciones de determinar si cumplió con su obligación o carga procesal demostrando los elementos de la acción que le corresponden.
Por lo que en primer término, se estudia lo relativo a la existencia del daño material o lesión patrimonial sufrida por la parte reclamante; lesión o daño que debe ser efectivo, real y directo, evaluable económicamente e individualizado en relación con una o varias personas.

Como puede advertirse, la reclamación de indemnización de que se trata, tiene como hecho central según lo manifestado por el representante de la accionante en su escrito de demanda, descritos en los  hechos que dan origen a la reclamación planteada señalados como actividad irregular del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); la sustenta el Actor en su escrito de demanda, los cuales en  forma medular refieren:

“…7.2. El día 31 de enero de 2023, siendo las 19:00 horas, mi representada se encontraba transitando peatonalmente sobre la acera de la calle ********** **********.

7.3. A la altura de la casa marcada con el número ********** de la calle ya mencionada se encontraba una zanja, siendo este inmueble vecino a la casa habitación de mi representada, se encontraba el día 31 de enero de 2023, abierta la banqueta (acera) por parte del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), con el fin de dar mantenimiento de drenaje y fuga de agua.

Se anexan fotografías contenidas en el instrumento notarial.

7.4. El día y la hora señalado en el punto número 7.2) del presente escrito, mi representada sufrió una caída por falta de señalamientos de alerta y cuidado, relativo a la zanja y obras de reparación señaladas en el punto 3) del presente escrito.

7.5. Derivado de la caída que sufrió mi representada, fue necesario trasladarla de urgencia a la ********** ********** ********** ubicada en ********** ********** ********** , número **********, Colonia ********** ********** **********, en esta Ciudad…”

Dentro de este contexto, a juicio de esta Sala Unitaria, se determina que no está demostrado por el Actor el primero de los elementos de la acción de responsabilidad patrimonial del Estado, que se hace consistir en la existencia del daño o lesión patrimonial que argumenta resintió, que derivan de los daños y perjuicios que constituyen la lesión patrimonial reclamada, lo que genera que  no esté probado su derecho a una indemnización por los daños y perjuicios que reclama en este juicio.

Detrimento patrimonial y daños que reclama como consecuencia de la zanja abierta en la banqueta (acera) por parte del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), con el fin de dar mantenimiento de drenaje y fuga de agua, en la cual dice que la señora ********** ********** ********** cayó al interior de la zanja, provocando que al caer sufriera fractura diafisiaria de tibia derecha expuesta grado II de gustilo, fractura de cuarto y quinto metatarsiano del pie izquierdo y desgarro de cuádriceps izquierdo postraumático, debido a que dicha zanja carecía de señalamientos de alerta y cuidado; cuestiones estas que no fueron demostrados en este juicio con prueba fehaciente e idónea, por la parte accionante; circunstancia que se desprende de los medios probatorios aportados por el propio reclamante con la finalidad de acreditar la procedencia de los daños reclamados, los cuales son los siguientes: 

a) La documental pública consistente en el Instrumento notarial ********** ********** ********** ********** ********** ********** del Tomo dos ********** ********** ********** ********** ********** que contiene el Acta Notarial de Fe de Hechos de tres de febrero de dos mil veintitrés. Visible de foja 29 a 36 de autos.
b) La documental privada consistente en la factura ********** de treinta y uno de enero de dos mil veintitrés, emitida por la ********** ********** ********** ********** ********** ********** ********** **********, por concepto de honorarios médicos, dentales y gastos hospitalarios a nombre de la paciente ********** ********** **********, por un importe de $14,000.00 (Catorce mil pesos 00/100 M.N.) visible a foja 31 de autos. 

c) La documental privada consistente en el contrato de prestación de servicios hospitalarios con folio ********** de treinta y uno de enero de dos mil veintitrés, a nombre de ********** ********** **********. Visible a foja 38 de autos.
d)  La documental privada consistente en el dictamen médico de siete de febrero de dos mil veintitrés, expedido por el medico ********** ********** ********** **********, respecto del diagnóstico de la paciente ********** ********** **********. Visible a foja 39 de autos.

Al respecto, debe decirse que las demandadas en su escrito de contestación, objetaron las documentales ofrecidas por la parte actora tendentes a demostrar el daño material o lesión patrimonial correspondiente; señalando en sus razonamientos, que se objetan en cuanto su alcance y valor probatorio que pretende darles.

Sobre la objeción de documentos, debe señalarse por parte de esta Sala Unitaria, que conforme a lo dispuesto por los artículos 100, 119 y 122 fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado, la misma puede ser en cuanto a su autenticidad o referente a su alcance y valor probatorio; que cuando se impugne la autenticidad de un documento, ya sea por falsedad de su contenido o firma, deben señalarse los indubitables para el cotejo y promoverse la prueba pericial correspondiente, pues de lo contrario se tendrá por no impugnado el instrumento; y que, cuando se refute su alcance y valor probatorio, únicamente constituye una oposición a la pretensión del oferente que desea que esos medios de convicción sean dignos de valor al momento de emitirse la sentencia respectiva, caso en el cual, será necesario que quien la promueva precise las razones que tiene para ello y señale las pruebas que sustenten sus afirmaciones.

En la especie, resultan improcedentes sus objeciones; pues si bien es cierto que, las demandadas objetaron dichas probanzas en forma general, en cuanto a su alcance y valor probatorio; lo es también, que no acreditaron las objeciones que hicieron, ya que para ello es necesario justificar la impugnación respectiva, no oponerla con afirmaciones generales en cuanto a su alcance y valor probatorio, sino que se debe establecer de forma clara y precisa las razones de dichas objeciones, así como las pruebas que sustenten sus afirmaciones, como se exige en los numerales 100, 119 y 122 fracción VI, del referido Código Procesal Administrativo, lo cual no ocurrió en el caso que nos ocupa. 
Tiene aplicación la tesis de jurisprudencia Segundo Tribunal Colegiado Del Sexto Circuito, con No. Registro: 222,775,  Jurisprudencia, Materia(s): Civil, Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VII, Mayo de 1991, Tesis: VI.2o. J/125, Página: 87, Genealogía: Gaceta número 41, Mayo de 1991, página 107, que a la letra dice: 

“DOCUMENTOS. OBJECION. No basta expresar que se objeta un documento sino que en todo caso es necesario precisar en qué se hace consistir la objeción y desde luego probarla, atendiendo a las reglas que prevé el artículo 263 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Puebla. …”
Medios de prueba reseñados que en forma concatenada  adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para acreditar los siguientes extremos:

a) Que ante la presencia del Notario Público ********** ********** **********, compareció la señora ********** ********** ********** a solicitar que el fedatario se trasladara al domicilio de ********** ********** ********** número ********** de la Colonia ********** ********** ********** de esta Ciudad de San Luis Potosí, a efecto de certificar y dar fe que en la baqueta frente a dicho domicilio y a un lado del poste del teléfono se encuentra excavado un hoyo, sin ningún tipo de señalización; por lo que en ese sentido, el Notario Público se trasladó al domicilio referido en donde se percató que frente a la casa marcada con el número ********** de la calle ********** ********** **********, Colonia ********** **********, se encuentra la excavación de un hoyo  al lado de un poste de teléfono, por lo que se procede a la toma de una serie de fotografías que describen gráficamente lo relatado por dicho Notario.

b) Que se expidió factura o CFDI con serie y folio ********** de treinta y uno de enero de dos mil veintitrés, por la ********** ********** ********** ********** ********** ********** ********** ********** **********, en concepto de honorarios médicos, dentales y gastos hospitalarios a nombre de la paciente ********** ********** **********, por un importe de $14,000.00 (Catorce mil pesos 00/100 M.N.)

c) Que se registró contrato de prestación de servicios hospitalarios con folio ********** de treinta y uno de enero de dos mil veintitrés, a nombre de ********** ********** **********, por parte de ********** ********** **********.

d) Que se emitió diagnóstico médico el siete de febrero de dos mil veintitrés, por el médico ********** ********** ********** **********, respecto del diagnóstico de la paciente ********** ********** **********, de quien refirió fractura diafisiaria de tibia derecha expuesta grado II de gustilo, fractura de cuarto y quinto metatarsiano del pie izquierdo y desgarro de cuádriceps izquierdo postraumático, derivado de una caída en hoyo en vía pública el cual no contaba con señalética, según referencia de la paciente. 
Ahora, si bien de los elementos de prueba se desprende a modo de conclusión, los siguientes aspectos:

1.- Que la señora ********** ********** ********** acudió a las 17:00 del 03 de febrero de 2023 ante Notario Público número **********  con ejercicio en San Luis Potosí, San Luis Potosí.

2.- Que el motivo de la comparecencia ante el Notario Público era solicitar que éste certificara y diera fe de que frente a la casa ubicada en la calle ********** ********** ********** ********** de la Colonia ********** ********** ********** de esta Ciudad de San Luis Potosí, y a un lado del poste del teléfono, se encuentra excavado un hoyo, sin ningún tipo de señalización

3.- Que el Notario se trasladó al domicilio indicado y en efecto dio fe de la existencia de la excavación de un hoyo a uh lado del poste telefónico y del que se tomó una serie de fotografías

4.- Que por dicho de la solicitante ese hoyo fue hecho por parte de personal del INTERAPAS.

5.- Que refirió la solicitante que el 31 de enero de 2023 cayó a ese hoyo, por lo que hubo necesidad de trasladarla a la ********** ********** ********** en donde fue atendida por el padecimiento relativo a fractura diafisiaria de tibia derecha expuesta grado II de gustilo, fractura de cuarto y quinto metatarsiano del pie izquierdo y desgarro de cuádriceps izquierdo postraumático.

6.- Que derivado de la atención, realizó el pago de $14,000.00 (Catorce mil pesos 00/100M.N.) por honorarios médicos, dentales u hospitalarios.

Empero, en el caso que nos ocupa, debe decirse que la parte Actora si bien acredita con los medios de prueba ofertados la existencia del bache ubicado sobre ********** ********** ********** ********** de la Colonia ********** ********** ********** de esta Ciudad de San Luis Potosí”, concretamente con las fotografías que obran a fojas 33, 34 y 35 del presente expediente, no se justifica la época y lugar en que dichos trabajos fueron ejecutados, y si de modo directo, dicha zanja u hoyo fue excavado por personal del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, a modo de establecer que la lesión sufrida por el reclamante en su persona, haya sido por el bache ubicado sobre la calle ********** ********** ********** ********** de la Colonia ********** ********** **********, por lo que si bien las fotografías y certificación hecha por el Notario tienen valor probatorio pleno, no puede decirse que el extremo acreditado es la existencia de la referida excavación, mas no así el que dicha zanja fue realizada por personal del organismo demandado, circunstancia esta cuyo valor probatorio queda al prudente arbitrio de esta Sala de conformidad con lo dispuesto por el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria por disposición del artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese contexto, esta Sala Unitaria considera que si bien los medios probatorios permiten demostrar la existencia de la excavación ubicada en la calle ********** ********** ********** ********** de la Colonia ********** ********** ********** así como los gastos erogados por $14,000.00 (Catorce mil pesos 00/100M.N.) por honorarios médicos, dentales u hospitalarios, por parte de ********** ********** ********** así como la atención medica recibida por esta derivado de las lesiones de fractura diafisiaria de tibia derecha expuesta grado II de gustilo, fractura de cuarto y quinto metatarsiano del pie izquierdo y desgarro de cuádriceps izquierdo postraumático; también es cierto que dichos medios de prueba  son insuficientes por si mismos para acreditar los hechos que constituyen la actividad administrativa irregular imputada a la entidad presuntamente responsable; concretamente, son ineficaces para probar que el día “31 de marzo de 2022”, la aquí demandante transitaba sobre la calle ********** ********** **********y a la altura de la casa marcada con el número ********** cayó en la zanja que se encontraba sobre dicha calle, como dice el actor, ocurrió, ya que tal extremo factico no se encuentra soportado por diverso medio probatorio.

A mayor abundamiento debe decirse que, aun ante el hecho probado de que frente a la casa ubicada en la calle ********** ********** ********** ********** de la Colonia ********** ********** **********, existe el bache en el que la actora dice cayó por la falta de señalamiento, y que derivado de dicha caída se afectó su salud, por lo que tuvo que ser atendida en la Clínica del Parque, no menos cierto resulta el que el hecho concreto a la caída de la actora en dicha excavación no deja de constituir en un indicio que se obtiene de su manifestación vertida en la demanda, la cual, atendiendo al prudente arbitrio de esta Juzgadora, es insuficiente para acreditar la existencia de su caída en la zanja que se ubica en ********** ********** ********** ********** de la Colonia ********** ********** **********, y que derivado de ello se generó el daño patrimonial que refiere el actor, ya que no reflejan ese hecho, ni se vinculan de forma alguna con el mismo, razón por la cual no puede darse a tal manifestación el valor probatorio que la parte actora pretende para acreditar la existencia de la lesión patrimonial reclamada, de ahí que resulta insuficiente.

Por tanto, resulta concluyente que en los autos del expediente en que se actúa, no existe medio probatorio alguno que nos lleve a concluir la existencia de la lesión derivada de la caída de la actora en la zanja que dice fue realizada por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en el lugar que aduce la parte actora acontecieron los hechos que originaron la lesión patrimonial de que se duele, por lo cual no prueba la existencia de los hechos que constituyen la actividad administrativa irregular imputados a la entidad presuntamente responsable.

En las relatadas condiciones, las probanzas ofrecidas no contienen dato alguno real y fehaciente, tendiente a acreditar la existencia de la lesión o los daños que dice sufrió en su patrimonio, por la omisión de que se duele, y que se traducen en la reclamación de: 

 “6. PRETENSION QUE SE DEDUCE: El pago de la indemnización que se cuantificará ejecución de sentencia, correspondiente al daño patrimonial que sufrió mi representada como consecuencia del accidente ocurrido en su persona por la actividad irregular del estado, específicamente por la falta de cuidado en los señalamientos de zanjas en acera de vía pública.”

De todo lo que hasta aquí expuesto, esta Sala Unitaria concluye que el Reclamante no cumplió con la obligación de probar la lesión patrimonial o daños y perjuicios sufridos, derivados de los hechos que relata en su demanda, que pudieran ser materia de la responsabilidad patrimonial imputada a las entidades presuntamente responsables; por lo que, al incumplir con su obligación procesal de acreditar la lesión patrimonial o los daños y perjuicios sufridos, consecuentemente, no se está en condiciones de analizar el elemento relativo a la relación causa –efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa que la produjo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 26 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

En tales condiciones, por los razonamientos citados con antelación, no le asiste razón a la parte accionante para que proceda el pago por la indemnización del daño que reclama como Responsabilidad Patrimonial del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez; al no haberse acreditado en autos de este procedimiento por parte del reclamante, la existencia de la lesión patrimonial o los daños que deduce; imputado a la entidad presuntamente responsable y, por ende, la lesión patrimonial que se puede conformar por los menoscabos sufridos en su patrimonio, producido como resultado de la omisión de que se duele; por lo que, lo procedentes es decretar que resultó infundada su reclamación.

En virtud de lo anterior, con fundamento en los artículos 1°, 2°, 7° fracción X, 9°, fracción III, 24, 28, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí, 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como 2, 5, 6, 7, 8, 21, 26 y 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria decreta que la Parte Actora no acreditó las acciones intentadas en este juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el presente Considerando.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con lo dispuesto en los artículos 1º, 2º, 8°, 21, 26  y 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí; es de resolverse y se, RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente reclamación.

SEGUNDO.- Se declara que la Parte Actora no acreditó las acciones intentadas en este juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente resolución.

TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y vía electrónica  a las demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

 
� ARTÍCULO 21. La parte interesada podrá presentar su reclamación ante la entidad presuntamente responsable, o bien ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, cuando se trate de las dependencias y organismos del Poder Ejecutivo y de los municipios del Estado.”


� Transitorio Sexto Del Decreto 0603, En Que Se Promulga La Ley Orgánica Del Tribunal Estatal De Justicia Administrativa De San Luis Potosí. A la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, todas las menciones al Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado que se hagan en la normatividad estatal, se entenderán referidas al Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí. 





